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	/2021Entidad originadora:
	MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO

	Fecha (dd/mm/aa):
	21/09/2021

	Proyecto de Decreto/Resolución:
	“Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 131 de la Ley 1955 de 2019”


	1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU EXPEDICIÓN.
Antecedentes: El decreto 4057 de 2011 “Por el cual se suprime el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS). Se reasignan una funciones y se dictan otras disposiciones” trasladó a la Policía Nacional entre otras la función de llevar los registros delictivos y de identificación nacionales, así como la expedición de los certificados judiciales, teniendo en cuanta que en el estado colombiano existían tres entidades que administraban bases de datos de información judicial (DAS-FGN y Policía Nacional) fue necesario la unificación del registro y la asignación de su administración a la Policía Nacional, entidad que administra el SIOPER, el cual cuenta con altos niveles de seguridad de la información y desarrollo tecnológico.

Razones de oportunidad, conveniencia y necesidad.

A diferencia del registro de antecedentes penales, en materia de órdenes de captura existe una duplicidad de funciones en tanto el artículo 305 de la ley 906 de 2004 establece que los organismos con atribuciones de policía judicial llevarán un registro actualizado de las capturas que realicen, bajo la responsabilidad de la Fiscalía General de la Nación, Mientras que la ley 1453 de 2011 (que creó el artículo 305ª Del Código de Procedimiento Penal) establece que deberá existir un único registro nacional de órdenes de captura a cargo de la Policía Nacional.
En este sentido, el artículo 131 de la ley 1955 de 2019 buscó disponer de un sistema único de decisiones judiciales con el fin de optimizar la recolección, registro, actualización de información judicial, así como la expedición del certificado judicial, con datos actualizados, complementos y en tiempo real, que salvaguarden los derechos fundamentales de los ciudadanos y que sirva como soporte en la toma de decisiones a las autoridades a nivel nacional.

Ahora bien, como el mismo artículo lo anuncia, es necesario una reglamentación del registro único, de manera que se garantice el Habeas Data de los ciudadanos y se establezca la responsabilidad de las diferentes entidades que interactúan con el registro. Así se requiere precisar los diferentes aspectos:

(i) La obligación, en cabeza de la Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL de la Policía Nacional, de administrar el Registro Único de Decisiones Judiciales en materia penal y jurisdicciones especiales.

(ii) La manera en que el administrador garantizará, el acceso, consulta y actualización del registro por parte de las autoridades judiciales.

(iii) La manera (1) en que debe registrarse la información, por lo cual, por ejemplo, podrá disponer de un formato único que deberán diligenciar las autoridades judiciales;  (2) los parámetros que debe contener esta; (3) su actualización, ya sea manual o automática y (4) el modo en que serán emitidos los reportes y certificados y responsabilidad por emisión de estos.

	

	2. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO
Se dirige a los ciudadanos a quienes se les vulnera su derecho a la libertad personal, derecho que se ve afectado por la existencia de datos inexactos, incomprensibles o sin vigencia en materia de órdenes de captura, decisiones y anotaciones judiciales.



	3. VIABILIDAD JURÍDICA
3.1 Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto normativo

Artículo 189 Numeral 11de la Constitución Política, artículo 131 de la Ley 1995 de 2019
3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada

El artículo 189 de la Constitución Política y el 131 de la Ley 1995 de 2019 se encuentran vigentes.

3.3. Disposiciones derogas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas 
El presente Decreto no derogada, subroga, modificada, adicionada o sustituye disposiciones legales.

3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción)

Sentencia Corte Constitucional T–729 de 2002

Sentencia Corte Constitucional T-438 de 2013

Sentencia Corte Constitucional SU-458 de 2012 

Sentencia Corte Constitucional T-512 de 2016

Sentencia Corte Constitucional T-552 de 2003

Sentencia Corte Constitucional C-463 de 2014 

Sentencia Corte Constitucional T-010 de 2015

Sentencia Corte Constitucional C-030 de 2008
3.5 Circunstancias jurídicas adicionales 

Ley 1581 de 2012
Ley 1266 de 2008

Ley Estatutaria 1581 de 2012

Ley 1098 de 2006


	4. IMPACTO ECONÓMICO 
El presente Decreto no genera ningún impacto económico

	5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL 

El presente Decreto no requiere de disponibilidad presupuestal



	6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN 
El presente Decreto no genera ningún impacto medioambiental o sobre el patrimonio cultural de la Nación 



	7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con ellos) 
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